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El desarrollo del tema está encaminado básicamente a un análisis en la relevancia 
del recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia en la Ley 1437 de 2011 
(nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo) relacionado con la protección de derechos de las partes y posibles 
terceros y la aplicabilidad en la extensión de jurisprudencia por parte del Consejo 
de Estado, igualmente se busca determinar si es realmente novedoso el recurso 
extraordinario de unificación de jurisprudencia en la ley 1437 de 2011 como unidad 
de interpretación de derecho en materia contenciosa y como reparador de 
agravios en los que se vean incursos las partes o terceros en las decisiones 
judiciales. 
 
Es así que mediante un tipo de investigación descriptiva, realizada como 
monografía, se realizó un análisis documental que pretendía determinar las 
condiciones normativas que dieron lugar a concretizar el recurso extraordinario de 
unificación de jurisprudencia en la ley 1437 de 2011, por lo que se procedió a 
estudiar sus antecedentes, de igual manera se analizaron los posibles beneficios 
que traería consigo la aplicación del recurso extraordinario de unificación de 
jurisprudencia en la ley 1437 de 2011 en nuestro ordenamiento jurídico. 
 
Se consideró de gran importancia reconocer si el recurso extraordinario de 
unificación de jurisprudencia es el medio principal para asegurar una interpretación 
ordenada y unificada de los principios del derecho y de los principales textos de 




Recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia en la ley 1437 de 2011 
como unidad de interpretación de derecho en materia contenciosa y 
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especialmente en la protección de derechos de las partes y posibles terceros al 
reparar los agravios en los que se haya podido incurrir con una decisión judicial. 
 
DEFINICIÓN DEL TEMA 
 
Análisis de la relevancia del recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia 
en la ley 1437 de 2011 (nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo) en relación con la protección de derechos de las 
partes y posibles terceros y la aplicabilidad de extensión de jurisprudencia del 
Consejo de Estado. 
 
PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
CAUSAS CONSECUENCIAS 
 Fuente de derecho, por ende de 
interpretación y aplicación de la ley. 
 Obligatoriedad en las decisiones 
que le sean semejantes. 
 Flexibilidad en la aplicación de la 
ley. 
 Un Estado más justo y equitativo 
en sus decisiones. 
 Control jurisdiccional  Vigilancia y control de  decisiones, 
por ende estabilidad en la 
jurisprudencia. 
 Privilegio de poner las decisiones 
judiciales al tanto con el progreso, los 
avances de la sociedad y a la par con 
el derecho  
 Estabilidad y seguridad jurídica 
 Carácter vinculante y obligatorio   Ya no es una orientación judicial 
en la toma de decisiones. 
 Encuadramiento de los casos en 
que la realidad social supera 
 Consideración de que la ley no es 
perfecta y como es natural se pueden 
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ampliamente la capacidad reguladora 
de la ley como norma general, 
impersonal y abstracta. 
tener vacios o puntos que es necesario 
aclarar para poderse aplicar 
debidamente. 
 
 Fijación al texto de la ley de un 
sentido que permite la realización del 
fin que tiene asignado una 
determinada ley. 
 se procura la satisfacción de la 
garantía de la igualdad y la protección 
de las personas.  
 La jurisprudencia tiene la función 
de brindar igualdad y equidad. 
 Herramienta que garantiza la 
unidad en la aplicación del derecho y 
cumple con importantes postulados 
constitucionales como el consagrado 
en el artículo 2 de la C.Pol. 
 Aplicación del principio de la 
buena fe y la confianza legitima en las 
actuaciones de las autoridades 
públicas  
 Obliga a asegurar la efectividad de 
los derechos y la realización de la 
justicia material, con exactitud, 
confianza y credibilidad.  
 
La interpretación judicial se hace realidad, bajo la consideración de que la ley no 
es perfecta y que, como es natural, puede tener vacios o puntos que es necesario 
aclarar para poderla aplicar, función que ha de corresponder naturalmente al juez, 
dado que este no puede rehusarse a juzgar, con el simple pretexto de silencio, 
oscuridad o insuficiencia de la ley, so pena de que por su posible omisión se le 
declare responsable de denegación de justicia.  
 
Es por ello que en el cumplimiento de sus funciones el Consejo de Estado como 
máxima autoridad administrativa propende por la adecuada interpretación de las 
normas de derecho que rigen su actividad y en su sana critica procura al momento 
en que las aplica llenar o subsanar algunos vacios cuando a su juicio es necesario 
y pertinente.  
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Ergo, no significa que en Colombia por mandato constitucional la jurisprudencia 
obligue directamente a los juzgadores en su actividad, dado que el artículo 230 de 
la Constitución Política reza:  
 
ARTICULO 230. Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio 
de la ley. 
 
La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina 
son criterios auxiliares de la actividad judicial. 
 
De esta premisa se logró ver claramente inferir que nuestra Carta Política 
estableció primordialmente una obligación a nuestros ordenadores jurídicos, la 
cual es acatar la ley, no obstante no es dable realizar una interpretación sesgada 
toda vez que a renglón seguido el artículo en mención establece que la equidad, la 
jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios 
auxiliares de la actividad judicial, por ende, a pesar de no ser de aplicación 
forzosa, en virtud que el calificativo de auxiliares, tiene como razón la de 
despojarlas de cualquier posibilidad de servir como fuentes directas y principales 
de las providencias judiciales son de gran apoyo para una interpretación correcta y 
acorde a derecho. 
 
En este orden de ideas se consideró la jurisprudencia como un medio auxiliar que 
orienta y guía el entendimiento de una disposición legal, excepto cuando la 
interpretación resuelve un asunto concreto, ya que en este caso es obligatoria 
para las partes; no obstante tienen efecto erga omnes sentencias como las de 
control de constitucionalidad o las que declaran la ilegalidad de un acto 
administrativo (acción de simple nulidad). 
 
Dada la diversidad de interpretaciones que pueden existir a un caso particular, en 
la actualidad se evidencia en nuestro ordenamiento jurídico con gran frecuencia 
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que la interpretación de los Tribunales y Jueces puede ser contradictoria, por ello, 
es indispensable con el propósito de dar seguridad jurídica, que exista este 
recurso para que oriente y ponga freno a las interpretaciones disimiles dando 
uniformidad al entendimiento de la ley.  
 
Obteniendo por así decirlo una mayor coherencia en la interpretación, pues si bien 
es cierto, en virtud de su autonomía el juez o tribunal puede apartarse de la 
jurisprudencia y dar su interpretación, esta por obvias razones deberá estar bien 
fundamentada, no obstante el Consejo de Estado al revisar la decisión la deberá 
resolver de acuerdo con el criterio interpretativo como máxima autoridad de la 
jurisdicción. 
 
FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
¿Es realmente novedoso el recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia 
en la ley 1437 de 2011 como unidad de interpretación de derecho en materia 
contenciosa y como reparador de agravios en los que se vean incursos las partes 
o terceros en decisiones judiciales? 
 
SISTEMATIZACIÓN DEL PROBLEMA 
 
- ¿Cuáles son los antecedentes normativos que permiten que en la actualidad se 
establezca el recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia en la ley 1437 
de 2011? 
 
- ¿Debe limitarse la procedencia del recurso solo a la violación directa de normas 
sustanciales de derecho ó admitirse también la violación por vía indirecta? 
 
- ¿Evitara el recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia y la extensión 
de la misma la disgregación de la jurisprudencia de los jueces y los tribunales y 
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con ello la proliferación de fallos contradictorios aun en eventos similares? 
 
- ¿Es conveniente que el recurso se limite al estudio de sentencias y no se 
incluyan los autos interlocutorios? 
 
- ¿Se debe en el recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia hacer un 
análisis del juzgador de instancia o debe tener límites al efectuar el análisis de 
fondo y respetar la apreciación soberana de los hechos que hizo el primer 
juzgador? 
 
- ¿Se puede en el recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia hacer 
un análisis de cuestiones de hecho o de derecho que no fueron alegadas ante el 
juez de instancia?  
 





Determinar si es realmente novedoso el recurso extraordinario de unificación de 
jurisprudencia en la ley 1437 de 2011 como unidad de interpretación de derecho 
en materia contenciosa y como reparador de agravios en los que se vean incursos 




- Determinar cuáles son las condiciones normativas que dieron lugar a concretizar 
el recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia en la ley 1437 de 2011. 
 
- Reconocer si el recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia será el 
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medio principal para asegurar una interpretación ordenada y unificada de los 
principios del derecho y de la ley. 
 
- Analizar los posibles beneficios que traería consigo la aplicación del recurso 
extraordinario de unificación de jurisprudencia en la ley 1437 de 2011. 
 
- Determinar la posible responsabilidad de los jueces al no aplicar la jurisprudencia 




La presentación de esta problemática podrá de manera resumida y parcial 
esquematizar una hoja de ruta en el estudio del nuevo recurso extraordinario de 
unificación de jurisprudencia que trae consigo la ley 1437 de 2011 (Por la cual se 
expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo). 
 
Estudio y análisis encaminado básicamente a dilucidar con mayor claridad los 
beneficios y posibles consecuencias que conllevan en nuestra sociedad la 
implementación de este recurso extraordinario, que de forma explícita reitera la 
relevancia dada a la jurisprudencia en materia contenciosa y a los diferentes 
aspectos de nuestro ordenamiento jurídico.  
 
En este orden de ideas se pretende establecer si se implemento una directriz 
diferente a la establecida en el artículo 230 de la Constitución Política ó si por el 
contrario, se está logrando establecer una vigilancia y control en las providencias 





1. ANTECEDENTES DE LA OBLIGATORIEDAD DEL PRECEDENTE 
JURISPRUDENCIAL 
 
En cuanto a los antecedentes sobre el recurso extraordinario de unificación de 
jurisprudencia en la ley 1437 de 2011 se logró decir que el signo más relevante ha 
sido sin duda la evolución del derecho administrativo en las últimas décadas, ya 
que ha logrado la promulgación de leyes especialmente reguladoras que 
garantizan a los administrados el acceso a la justicia y primordialmente normas 
que consagran diferentes acciones encaminadas a la protección de derechos y de 
fallos garantistas sujetos a principios de equidad, imparcialidad e igualdad.  
 
Por consiguiente, no puede considerarse con extrañeza la consumación de 
normas garantistas que permitan la efectividad en las diferentes decisiones 
judiciales.  
 
En este orden de ideas, la discusión no es nueva, ya que la Corte Constitucional 
en la última década con gran fuerza ha consagrado en sus tesis la obligatoriedad 
de sus precedentes jurisprudenciales, tesis que en su momento por algunos 
tratadistas fue considerada errónea, sin embargo se vio que el acatamiento de los 
precedentes jurisprudenciales era una figura propia del derecho anglosajón que 
hasta hace poco parecía incompatible con la tradición europea que por muchos 
años ha sido la ruta o guía en el Derecho Colombiano.      
 
A pesar de los varios pronunciamientos de la Corte Constitucional sobre el tema, 
el artículo 230 de la constitución se mantiene incólume y ha sido por muchos años 
el debate de varios juristas al ser renuentes en no reconocer el precedente 
jurisprudencial, no obstante la Corte Constitucional como organismo encargado de 
la guarda e integridad y supremacía de la Constitución impuso la obligatoriedad de 
sus precedentes por vía jurisprudencial. 
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ARTICULO 230 - Constitución Política ''Los jueces, en sus providencias, sólo 
están sometidos al imperio de la ley. 
 
La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina 
son criterios auxiliares de la actividad judicial''. 
 
El texto de esta disposición es claro y no es necesario consultar su espíritu, sin 
embargo, la Corte Constitucional decidió que por ''imperio de la ley'' debía 
entenderse no solo la ley en sentido formal, sino también su interpretación, que, 
en últimas, determina el contenido y el alcance de los preceptos legales.  
 
De igual manera, la Corte señalo que reconocerle fuerza vinculante a la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de justicia, el Consejo de Estado y la Sala 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura daba mayor coherencia al 
sistema jurídico, garantizando así el derecho a la igualdad e implícitamente e 
implicaba una mayor seguridad Jurídica.  
 
Con la expedición de las leyes 1395 de 2010 (Ley de Descongestión Judicial) y 
1437 del 2011 (Nuevo Código Contencioso Administrativo), esta discusión volvió a 
tomar fuerza y finalmente cerró la dicotomía presentada. 
 
Es así como la ley 1395 en su articulado refiere de manera expresa la 
obligatoriedad del precedente, al indicar que ''las entidades públicas, en 
determinados casos, tendrán en cuenta los precedentes jurisprudenciales que, en 
materia ordinaria o contenciosa administrativa, se hayan proferido en cinco o más 
casos análogos. Además, permite que jueces, tribunales y cortes no tengan en 
cuenta los turnos para fallo cuando existan precedentes jurisprudenciales y que 
las salas especializadas decidan los recursos de apelación cuando se requiera 
establecer un precedente''. 
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Por otra parte la ley 1437 de 2011 que entrara en vigencia el 2 de Julio de 2012, 
incorpora la figura de la extensión de la jurisprudencia del Consejo de Estado, 
obligando a las autoridades a tener en cuenta las sentencias de unificación de ese 
alto tribunal, al adoptar todas las decisiones. Además se incluyo el Recurso 
extraordinario de unificación de jurisprudencia que busca “asegurar la unidad de la 
interpretación del derecho, su aplicación uniforme y garantizar los derechos de las 
partes y de los terceros que resulten perjudicados con la providencia recurrida”. 
 
El tema fue ampliamente debatido por el periódico Ámbito Jurídico quien el día 4 
de febrero de 2012 consultó la opinión de expertos e indago la conveniencia de 
que la jurisprudencia de las altas cortes sea más que un criterio auxiliar, es decir, 
estas normas legalizan la obligatoriedad del precedente jurisprudencial? 
 
“Para el ex magistrado de la Corte Suprema Javier Tamayo Jaramillo, el asunto es 
claro: estas normas legalizaron lo que, por vía jurisprudencial, ya había tornado 
obligatorio la Corte Constitucional. En su opinión, la Ley 1395 introduce varias 
normas que intentan desarrollar legalmente la  obligatoriedad de la jurisprudencia 
de las altas cortes, pero es el nuevo CCA el que se despacha a favor del 
precedente, al consagrar el recurso extraordinario de unificación”. 
 
''Sin embargo, para Luis Fernando Álvarez, presidente saliente del Consejo de 
Estado, es importante tener en cuenta que el mecanismo de unificación de 
sentencias está más orientado a la administración que a los jueces: “El código, 
más que consagrar el precedente, que juega para el juez, obliga a la 
administración a aplicar las sentencias de unificación que han salido del Consejo 
de Estado. Ahí hay una diferencia conceptual, por eso ni siquiera se habla de 
precedente jurisprudencial. Álvarez explica que lo que busca el nuevo CCA es 
trazar una línea de acción para los jueces, la administración y los ciudadanos, 
quienes necesitan moverse en un marco de seguridad jurídica: “Una de nuestras 
preocupaciones es que muchos asuntos se estaban quedando en segunda 
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instancia en los tribunales y el país estaba conociendo cantidad de sentencias 
distintas sobre situaciones jurídicas con iguales supuestos de hecho y de derecho. 
Ahora, sin cercenar la autonomía e independencia del juez, el ciudadano tiene un 
instrumento que le garantiza su derecho a la igualdad, y la administración, 
elementos para decidir''. 
 
''El constitucionalista Carlos Bernal Pulido tiene otra percepción. A su juico, las 
nuevas normas sí implementan la fuerza vinculante de la jurisprudencia: “Con el 
recurso extraordinario de unificación, por ejemplo, se trata de crear un precedente 
claro, cuando hay disparidad de criterios. ¿Y cuál es el sentido de establecer un 
precedente claro? Pues que, de ahí en adelante, se aplique obligatoriamente en 
todos los casos. Precisamente, la seguridad jurídica y el respeto del derecho a la 
igualdad son dos de las razones por las que Bernal considera plausible la 
obligatoriedad del precedente. A estas, agrega la consistencia y coherencia que se 
le da al ordenamiento jurídico. El único inconveniente que este constitucionalista le 
encuentra a la figura es el posible anquilosamiento del Derecho, es decir, que no 
pueda adaptarse a circunstancias futuras''. 
 
Es evidente, entonces, que dichas leyes cambiaron totalmente la situación 
tradicional de las relaciones entre la Administración y los administrados, en las 
cuales la balanza estaba inclinada a favor de la Administración, con amplias 
regulaciones sobre sus poderes, potestades, prerrogativas y pocas opciones a los 
administrados para ejercer sus derechos, ese balance fue el que cambió 
sustancialmente, equilibrando los poderes de la Administración y los derechos de 
los administrados, pasando así a reforzar el principio de legalidad y 
constitucionalizando el Derecho Administrativo. 
 
En la actualidad el Código Contencioso Administrativo establece en el primer 
artículo su finalidad, estableciendo que está destinada a regular el procedimiento 
administrativo, al indicar que el mismo busca, primero, “proteger y garantizar los 
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derechos y libertades de las personas”; segundo, garantizar “la primacía de los 
intereses generales”; tercero, asegurar “la sujeción de las autoridades a la 
Constitución y demás preceptos del ordenamiento jurídico”; cuarto, garantizar “el 
cumplimiento de los fines estatales”; quinto, asegurar “el funcionamiento eficiente 
y democrático de la administración”; y finalmente, sexto, asegurar “la observancia 
de los deberes del Estado y de los particulares”. 
 
Con esta orientación se busco transformar la percepción tradicional que tenia 
consigo el Código Contencioso administrativo al radicar entre los dos extremos la 
relación jurídica administrativa y establecer el necesario equilibrio entre ellos, las 
nuevas leyes han contribuido a generar en todos un cambio de actitud, de forma y 
método del actuar de la Administración Pública, procurando lograr dejar una 
Administración poderosa y dominante que gozaba dádivas o favores a algunos 
administrados, y los que no se encontraban dentro de este estrecho círculo de 
beneficiarios por su parte no poseían de normas que le permitieran reclamarlos sin 
ningún tipo de discriminación, encontrándose algunas veces abatido y ultrajado 
por la Administración.  
 
Con las nuevas normatividades se sentaron las bases para ser investida la 
administración de una mayor constitucionalización del derecho, es decir que todas 
sus actuaciones estén encaminadas a concretizar efectivamente los fines 
esenciales del Estado, ello implícitamente refleja que los administrados están 
dotados de valiosas calificaciones que le permiten ejercer sus derechos, es decir, 
un ciudadano armado con cuantiosas acciones frente a la Administración y con 
diversos mecanismos jurídicos para garantizar sus derechos y controlar cualquier 
actitud que signifique desmejora. 
 
Al hablar de los antecedentes de La Ley 1437 de 2011, se piensa vagamente que 
no es un texto totalmente nuevo, sino que viene a sustituir un Código Contencioso 
Administrativo, introduciendo nuevos mecanismos de defensa.  
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“Con aquél Código de 1984, por otra parte, particularmente en materia de 
procedimiento administrativo, Colombia se incorporó definitivamente en la 
corriente codificadora del derecho administrativo que venía consolidándose en 
América Latina, y que en un proceso de aproximaciones sucesivas había sentando 
las bases legislativas de nuestra disciplina en el Continente, perfeccionándolas en 
cada etapa. La última de dichas etapas, sin duda, es ahora esta reforma del 
Código de 1984, el cual comienza a denominarse a partir de la Ley 1437 de 2011, 
como Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
con lo cual se ha sincerado la denominación con el contenido del mismo”1. 
 
Los antecedentes que permiten explicar el por qué del recurso de unificación de 
jurisprudencia son muy despejados, cabe recordar que en el Decreto 01 de 1984 
existieron unos recursos extraordinarios especialmente el de suplica que 
básicamente trataba de cumplir la unificación de jurisprudencia, primordialmente 
este recurso estaba fundado sobre la premisa de que la jurisprudencia era débil, 
ya que como se hablaba de una época anterior a la expedición de la constitución 
política de 1991 no se tenía la barrera que ubicó en esta materia el artículo 230 de 
la Constitución, al considerar la jurisprudencia como un criterio auxiliar en la 
aplicación de la ley. El recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia 
fracaso rotundamente por el abuso que se hizo de él por los particulares, toda vez 
que acudir a ese recurso no implicaba la suspensión de la ejecución de la 
sentencia recurrida, convirtiéndose prácticamente en una tercera instancia y la 
sala plena del Consejo de Estado otro factor más de congestión, colapsando por 
ende la sala y no siendo posible cumplir con el objetivo de unificación de 
jurisprudencia. 
 
Además de ello las suplicas que prosperaban no eran muchas, pero 
desaparecidos estos recursos primero por ineficacia y segundo por empezar la 
                                                          
1
 Texto de la Lección Inaugural de los Cursos de Maestría en Derecho Administrativo, Universidad 
Externado de Colombia, Bogotá, 9 de febrero de 2011. 
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vigencia de la constitución del 91 y considerar que se iba en contra vía del artículo 
230 terminaron por desaparecer dicho recurso. 
 
No obstante, a pesar de tratar de salvaguardar la Constitución se cayó 
lastimosamente en una situación peor en la medida en que vino un fenómeno de 
la federalización de la jurisprudencia a tal punto de cada Tribunal interpreta las 
normas como a bien quiere, generando una situación de fallos contradictorios, 
generando el peor de los escenarios. 
 
No se logró ubicar en dos situaciones, la autonomía del juez frente a los derechos 
fundamentales de las personas, principalmente al Derecho de igualdad y acceso a 
la justicia. No se puede admitir racionalmente que una persona que acude ante un 
juez tenga un resultado favorable frente a un caso y otra persona en las mismas 
condiciones una resolución desfavorable frente a una situación similar.  
 
Es por ello que no se debe preguntar qué derecho prima en un simple test de 
proporcionalidad: Es primero la autonomía del juez o los derechos fundamentales 
de las personas? Siendo a nuestro juicio muy evidente la respuesta. 
 
Después de varias reformas introducidas en el Código Contencioso Administrativo, 
se puede percibir que la motivación fundamental fue la necesaria adaptación de 
las previsiones del Código a las disposiciones de la Constitución de 1991, en la 
cual se había producido un importante proceso de constitucionalización del 
derecho administrativo que requería urgentemente ser reflejado en el texto del 
Código. 
 
Lo que sí es claro, es que la reforma realizada mediante la Ley 1437 de 2011de 
2011, entre muchos aspectos, incidió en la enumeración de los principios del 
procedimiento administrativo, la cual fue ampliada, y que son a los que en 
particularmente se debe referir ya que se ubicaron en el marco general del 
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derecho administrativo comparado latinoamericano y ubican en un plano de 






























2. MARCO JURIDICO O LEGAL 
 
- Ley 1437 de 2011 (Nuevo Código Contencioso Administrativo)  
 
- SENTENCIA CONSEJO DE ESTADO - SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO - SECCION PRIMERA - Consejero ponente: RAFAEL E. 
OSTAU DE LAFONT PIANETA - Bogotá, D. C., veintiuno (21) de octubre de dos 
mil diez (2010) - Radicación núm.: 05001-33-31-004-2008-00079-01- Actor: OMAR 
OSVALDO VILLA MONSALVE - Demandado: MUNICIPIO DE MEDELLIN - 
ASUNTO: Eventos en que es necesaria la unificación de jurisprudencia / 
UNIFICACION JURISPRUDENCIAL - Implica la preexistencia de jurisprudencia al 
interior de la Jurisdicción Contencioso Administrativo - Es necesario que el objeto 
de unificación de jurisprudencia tenga incidencia en la decisión.  
 
- SENTENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO - SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO - SECCIÓN SEGUNDA - Consejero ponente: ALEJANDRO 
ORDÓÑEZ MALDONADO - Bogotá, D.C., julio diecisiete (17) de dos mil tres 
(2003) - Radicación número: 25000-23-25-000-1999-3451-01(344-02) - Actor: 
MYRIAM PIEDAD GOYENECHE D. - Demandado: DIRECCIÓN SECCIONAL DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL - UNIDAD DE CRITERIOS 
 
- SENTENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO – SALA DE LOCONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO – SECCIÓN PRIMERA - Consejero ponente: MANUEL 
SANTIAGO URUETA AYOLA - Bogotá, D. C., veinticuatro (24) de octubre del dos 
mil dos (2002) - Radicación número: 17001-23-31-000-2002-0952-01(AC-4008) - 
Actor: EDRIGELIO DE JESÚS MANRIQUE PÉREZ - Demandado: OFICINA 
REGIONAL CALDAS DEL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO  
 
- CONCEPTO DEL CONSEJO DE ESTADO - SALA DE CONSULTA Y SERVICIO 
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CIVIL Consejero ponente: WILLIAM ZAMBRAN xO CETINA - Bogotá D.C., 
dieciséis (16) de febrero de dos mil doce (2012) - Radicación numero: 11001-03-
06-000-2011-00049-00(2069) - Actor: MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL - 




























3. ANÁLISIS DE ANTECEDENTES DE APLICACIÓN 
 
Es importante tener en cuenta que la Ley 1437 de 2011, como toda la 
normatividad posterior a la Constitución de 1991, es una ley basada en los 
principios fundamentales y constitucionales que busca además conservar la 
defensa de los derechos de los ciudadanos, es decir que es coherente con el 
Estado Social y Democrático de Derecho que se promulga en Colombia. 
 
La reforma del Código Contencioso Administrativo a partir de la ley 1437 de 2011, 
resulta de importancia para la comunidad, dado que la primacía del Estado sobre 
el ciudadano se contrapone a aquellos principios constitucionales y a los fines 
mismos de la función administrativa, esta ley invierte dicha posición, ya que lo 
primero para la administración desde que entre en vigencia la Ley será el 
ciudadano.  
 
Es por ello, que los funcionarios de la administración pública deberán replantear la 
concepción sobre el tema y asumir una actitud y disposición diferente ante los 
ciudadanos que requieren de la actuación administrativa, el Estado al servicio de 
la comunidad.  
 
Es de resaltar que más que un código la Ley 1437 de 2011, es una cartilla donde 
los ciudadanos encontraran de manera clara y compresible un instructivo para 
proceder ante las actuaciones erradas que posiblemente vulneren los derechos allí 
consagrados, no obstante sin lugar a dudas la más importante innovación es la 
que se encontró en los artículos 10, 102, 169, en relación a la extensión de la 
jurisprudencia del Consejo de Estado, al indicar que será deber de la 
administración al resolver los asuntos de su competencia aplicar las disposiciones 
constitucionales, legales y reglamentarias de manera uniforme a situaciones que 
tengan los mismos supuestos fácticos y jurídicos, así mismo deberán tener en 
cuenta las sentencias de unificación jurisprudencial del Consejo de Estado en las 
23 
que se interpreten y apliquen dichas normas, y es el que concierne al enfoque de 
este trabajo, el artículo 270 del Titulo VII, Capitulo I de la ley 1437 del 2011 en 
relación a las sentencias de unificación de jurisprudencia indica: 
 
ARTÍCULO 269. PROCEDIMIENTO PARA LA EXTENSIÓN DE LA 
JURISPRUDENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO A TERCEROS. Si se niega la 
extensión de los efectos de una sentencia de unificación o la autoridad hubiere 
guardado silencio en los términos del artículo 102 de este Código, el interesado 
podrá acudir ante el Consejo de Estado mediante escrito razonado, al que 
acompañará la copia de la actuación surtida ante la autoridad competente.  
 
Del escrito se dará traslado a la administración demandada por el plazo de treinta 
(30) días para que aporte las pruebas que considere. La administración podrá 
oponerse por las mismas razones a que se refiere el artículo 102 de este Código.  
 
Vencido el término de traslado referido anteriormente, se convocará a una 
audiencia que se celebrará en un plazo máximo de quince (15) días contados a 
partir de la notificación a las partes; en dicha audiencia se escuchará a las partes 
en sus alegatos y se adoptará la decisión a que haya lugar.  
 
Si la solicitud se estima procedente, el Consejo de Estado ordenará la extensión 
de la jurisprudencia y el reconocimiento del derecho a que hubiere lugar. Esta 
decisión tendrá los mismos efectos del fallo aplicado.  
 
Sin embargo, si la extensión del fallo implica el reconocimiento de un derecho 
patrimonial al peticionario, que deba ser liquidado, la liquidación se hará mediante 
el trámite incidental previsto para la condena in genere y el escrito que lo 
promueva deberá ser presentado por el peticionario, ante la autoridad judicial que 
habría sido competente para conocer la acción que dio lugar a la extensión de la 
jurisprudencia, dentro de los treinta (30) días siguientes a la ejecutoria de la 
24 
decisión del Consejo de Estado.  
 
Si el mecanismo para la reclamación del derecho sustancial fuera el de nulidad y 
restablecimiento del derecho, negada la solicitud se enviará el expediente a la 
autoridad administrativa para que resuelva el asunto de fondo, según las reglas 
generales, si no lo hubiere decidido con anterioridad. Si ya existiere decisión 
administrativa de fondo, o si el mecanismo judicial para la reclamación fuere 
diferente al de la pretensión de nulidad restablecimiento del derecho, con la 
ejecutoria de la providencia del Consejo de Estado se reanudará el término para 
demandar, conforme a las reglas establecidas para la presentación de la 
demanda.  
 
ARTÍCULO 270. SENTENCIAS DE UNIFICACIÓN JURISPRUDENCIAL. Para los 
efectos de este Código se tendrán como sentencias de unificación jurisprudencial 
las que profiera o haya proferido el Consejo de Estado por importancia jurídica o 
trascendencia económica o social o por necesidad de unificar o sentar 
jurisprudencia; las proferidas al decidir los recursos extraordinarios y las relativas 
al mecanismo eventual de revisión previsto en el artículo 36A de la Ley 270 de 
1996, adicionado por el artículo 11 de la Ley 1285 de 2009.  
 
ARTÍCULO 271. DECISIONES POR IMPORTANCIA JURÍDICA, 
TRASCENDENCIA ECONÓMICA O SOCIAL O NECESIDAD DE SENTAR 
JURISPRUDENCIA. Por razones de importancia jurídica, trascendencia 
económica o social o necesidad de sentar jurisprudencia, que ameriten la 
expedición de una sentencia de unificación jurisprudencial, el Consejo de Estado 
podrá asumir conocimiento de los asuntos pendientes de fallo, de oficio o a 
solicitud de parte, o por remisión de las secciones o subsecciones o de los 
tribunales, o a petición del Ministerio Público.  
 
En estos casos corresponde a la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del 
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Consejo de Estado dictar sentencias de unificación jurisprudencial sobre los 
asuntos que provengan de las secciones. Las secciones de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Consejo de Estado dictarán sentencias de 
unificación en esos mismos eventos en relación con los asuntos que provengan de 
las subsecciones de la corporación o de los tribunales, según el caso.  
 
Para asumir el trámite a solicitud de parte, la petición deberá formularse mediante 
una exposición sobre las circunstancias que imponen el conocimiento del proceso 
y las razones que determinan la importancia jurídica o trascendencia económica o 
social o a necesidad de unificar o sentar jurisprudencia.  
 
Analizando estos apartados, se pudo entender que los procesos susceptibles de 
este mecanismo que se tramiten ante los tribunales administrativos deben ser de 
única o de segunda instancia. En este caso, la solicitud que eleve una de las 
partes o el Ministerio Público para que el Consejo de Estado asuma el 
conocimiento del proceso no suspenderá su trámite, salvo que el Consejo de 
Estado adopte dicha decisión.  
 
La instancia competente decidirá si avoca o no el conocimiento del asunto, 
mediante auto no susceptible de recursos. 
 
De acuerdo con lo anterior, se entiende que no es más que la aplicación del 
precedente jurisprudencial, resaltando la importancia del juez, reconociendo que el 
derecho no es una lectura sesgada de lo que manifiesta la norma textualmente, 
sino una interpretación extensiva y acorde con el problema jurídico bajo estudio, 
situación que ofrece nuevas ventajas a los ciudadanos para garantizar sus 
derechos y el debido proceso. 
 
Ahora bien, como antecedente se pudo evidenciar el artículo 114 de la ley 1395 de 
2010 el cual consagra el deber de las entidades públicas de observar los 
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precedentes jurisprudenciales reiterados en materia pensional. 
 
El Honorable Consejo de Estado en su Sala de Consulta y Servicio Civil a través 
de su consejero ponente Dr. WILLIAM ZAMBRANO CETINA, el 16 de febrero de 
2012, bajo el número de radicación 11001-03-06-000-2011-00049-00(2069) indicó 
que:  
 
''Con el fin de reducir la judicialización innecesaria de asuntos que los órganos de 
cierre de las diferentes jurisdicciones ya han definido en sentencias reiteradas y de 
evitar el desgaste que todo proceso judicial implica para los ciudadanos, el aparato 
judicial y la propia Administración, el artículo 114 de la ley 1395 de 2010 establece 
que las entidades públicas de todo orden deberán tener en cuenta los precedentes 
jurisprudenciales que, por los mismos hechos y pretensiones, se hubieren 
proferido en cinco o más casos análogos en relación, entre otras materias, con el 
reconocimiento y pago de pensiones:  
 
“ARTICULO 114. Las entidades públicas de cualquier orden, encargadas de 
reconocer y pagar pensiones de jubilación, prestaciones sociales y salariales de 
sus trabajadores o afiliados, o comprometidas en daños causados con armas de 
fuego, vehículos oficiales, daños a reclusos, conscriptos, o en conflictos tributarios 
o aduaneros, para la solución de peticiones o expedición de actos administrativos, 
tendrán en cuenta los precedentes jurisprudenciales que en materia ordinaria o 
contenciosa administrativa, por los mismos hechos y pretensiones, se hubieren 
proferido en cinco o más casos análogos.” 
 
Esta disposición fue declarada exequible por la Corte Constitucional en sentencia 
C-539 de 2011, en la cual se advierte sobre el carácter vinculante para las 
autoridades administrativas de los precedentes judiciales fijados por los órganos 
de cierre de cada jurisdicción:   
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“5.2.5 De otra parte, ha señalado esta Corte que las autoridades administrativas 
se encuentran siempre obligadas a respetar y aplicar el precedente judicial para 
los casos análogos o similares, ya que para estas autoridades no es válido el 
principio de autonomía o independencia, válido para los jueces, quienes pueden 
eventualmente apartarse del precedente judicial de manera excepcional y 
justificada. 
 
En otra oportunidad expuso la Corte sobre este mimo asunto: 
 
“La obligatoriedad del precedente es, usualmente, una problemática estrictamente 
judicial, en razón a la garantía institucional de la autonomía (C.P. art. 228), lo que 
justifica que existan mecanismos para que el juez pueda apartarse, como se 
recordó en el fundamento jurídico 4., del precedente. Este principio no se aplica 
frente a las autoridades administrativas, pues ellas están obligadas a aplicar el 
derecho vigente (y las reglas judiciales lo son), y únicamente están autorizadas -
más que ello, obligadas- a apartarse de las normas, frente a disposiciones clara y 
abiertamente inconstitucionales (C.P. art. 4). De ahí que, su sometimiento a las 
líneas doctrinales de la Corte Constitucional sea estricto”2. (negrilla original). 
 
Ahora bien, frente al contenido normativo del artículo 114 de la ley 1395 de 2010 
en cita, es necesario hacer algunas precisiones que resultan relevantes en el 
presente trabajo: 
 
''En primer lugar, la fuerza que esta norma le asigna al precedente implica que en 
los temas enunciados en ella, las entidades públicas deberán observar 
                                                          
2
 La Corte constitucional reitera este deber de las autoridades administrativas en Sentencia C-634 
de 2011, al declarar la exequibilidad del Artículo 10 de la Ley 1437 de 2011: “No sucede lo mismo 
cuando se trata de autoridades administrativas. En este caso, habida cuenta que esos funcionarios 
carecen del grado de autonomía que sí tienen las autoridades judiciales, el acatamiento del 
precedente jurisprudencial es estricto, sin que resulte admisible la opción de apartarse del mismo. 
Ello en el entendido que la definición, con fuerza de autoridad, que hacen las altas cortes del 
contenido y alcance de los derechos y, en general, de las reglas constitucionales y legales, resulta 
imperativa para la administración”. 
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obligatoriamente los fallos reiterados por cada jurisdicción; solamente podrán 
separarse de los mimos cuando exista una razón realmente seria y fundada que 
deberá motivarse expresamente en la decisión3. Esta exigencia de motivación se 
encuentra especialmente reforzada, ya que si esas razones de mayor peso no 
existen o no se justifican suficientemente, las autoridades no podrán adoptar una 
decisión contraria al precedente que implique para los ciudadanos la necesidad de 
acudir a la jurisdicción a reclamar derechos que deberían estar protegidos en sede 
administrativa. En ningún caso se podrán invocar razones inexistente o superfluas 
o que simplemente ya han sido desestimadas por el propio precedente que se 
debe aplicar. En síntesis, la administración no puede actuar en rebeldía de los 
precedentes reiterados que ya han definido la interpretación de las normas 
aplicables al caso.  
 
“De otro lado, el carácter vinculante del precedente jurisprudencial y su función 
orientadora de las decisiones futuras en orden a satisfacer las necesidades 
sociales de seguridad jurídica (predictibilidad de la decisión) e igualdad, no impide 
que las autoridades administrativas de manera seria y razonada busquen a través 
de los procesos judiciales el cambio del precedente o la unificación jurisprudencial 
cuando ella no exista; también podrán intentar que, en el caso de esta jurisdicción, 
el asunto sea conocido por la sala plena de lo contencioso administrativo para que 
esta se pronuncie por importancia jurídica o transcendencia económica o social, 
situación que en el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo admitirá solicitud de parte4. Claro está que una vez 
unificado el precedente y salvo cambios normativos o en la jurisprudencia, la 
administración deberá proceder de conformidad con el precedente aplicable al 
caso, en tanto que éste constituye el sentido e interpretación que los diferentes 
                                                          
3
“Sentencia C-539 de 2011 en relación con el alcance del artículo 114 de la Ley 1395 de 2010: “En 
consecuencia, las autoridades administrativas deben necesariamente respetar y aplicar el 
precedente judicial, especialmente el constitucional y si pretenden apartarse del precedente deben 
justificar con argumentos contundentes las razones por las cuales no siguen la posición del 
máximo intérprete, especialmente del máximo intérprete de la Constitución”. 
4
 Artículo 271 ley 1437 de 2011. 
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operadores jurídicos deben darle a la ley5. De lo contrario, el precedente no tendrá 
ningún valor como mecanismo de realización del principio de igualdad y como 
referente de solución de decisiones futuras que no deben ser judicializadas 
innecesariamente”. 
 
“Así mismo, es importante resaltar que el precedente establecido por los órganos 
de cierre de cada una de las jurisdicciones (ordinaria o contenciosa) es relevante 
al interior de cada una de ellas y respecto de los asuntos que son objeto de su 
conocimiento; dicho de otro modo, el precedente fijado por la jurisdicción ordinaria 
o por la contencioso administrativa, no se vuelve vinculante para la otra, pues 
cada una, dentro de su propia autonomía, puede establecer las reglas de 
interpretación de los asuntos sometidos a su conocimiento. Esto es especialmente 
importante en el tema consultado, pues respecto de los factores salariales que 
deben tomarse en cuenta para liquidar la pensión, la jurisprudencia del Consejo de 
Estado es diferente a la fijada por la Corte Suprema de Justicia en los asuntos de 
su competencia, de forma que lo dicho en cada jurisdicción no es trasladable 
necesariamente a la otra”.  
 
“Lo anterior sin perjuicio, claro está, de que dentro de su propia autonomía, las 
jurisdicciones ordinaria y contenciosa puedan tener en cuenta lo dicho por la otra 
al resolver casos iguales o semejantes y que para tal fin los interesados puedan 
invocar los precedentes que mejor respondan a sus intereses dentro del proceso”. 
 
También es importante resaltar que los cambios de precedente no afectan las 
                                                          
5
 “5.2.8 En cuanto al margen de libertad interpretativa de las autoridades administrativas, al 
momento de aplicar una norma a un caso en particular, ha señalado esta Corte que éstas se 
enfrentan a una gama de posibles interpretaciones, frente a las cuales deben aplicar la 
interpretación que se ajuste a la Constitución y a la ley, y que tal interpretación autorizada, última y 
unificada viene dada en materia legal por el máximo tribunal de casación en la jurisdicción ordinaria 
o Corte Suprema de Justicia, en el derecho administrativo por el Consejo de Estado y en materia 
constitucional por la Corte Constitucional. De esta manera, una vez establecida la interpretación de 
la ley y de la Constitución por los máximos Tribunales con competencias constitucionales y legales 
para ello, el operador administrativo se encuentra en la obligación de seguir y aplicar el precedente 
judicial (…) (Sentencia C-539 de 2011) 
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decisiones judiciales adoptadas con anterioridad, pues las mismas hacen tránsito 






























4. REFERENTE JURISPRUDENCIAL 
 
En sentencia C-539 de 2011 la Corte Constitucional reitero en esta oportunidad la 
sujeción de las autoridades administrativas a la Constitución y la ley, y la 
obligación de las autoridades públicas de acatar el precedente judicial dictado por 
las Altas Cortes.  
 
''Todas las autoridades públicas, de carácter administrativo o judicial, de cualquier 
orden, nacional, regional o local, se encuentran sometidas a la Constitución y a la 
ley, y que como parte de esa sujeción, las autoridades administrativas se 
encuentran obligadas a acatar el precedente judicial dictado por las Altas Cortes 
de la jurisdicción ordinaria, contencioso administrativa y constitucional.  
 
Indicando además que la anterior afirmación se fundamenta en que la sujeción de 
las autoridades administrativas a la Constitución y a la ley, y en desarrollo de este 
mandato, el acatamiento del precedente judicial, constituye un presupuesto 
esencial del Estado Social y Constitucional de Derecho –art.1 CP-; y un desarrollo 
de los fines esenciales del Estado, tales como garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución –art.2-; de la 
jerarquía superior de la Constitución –art.4-; del mandato de sujeción consagrado 
expresamente en los artículos 6º, 121 y 123 CP; del debido proceso y principio de 
legalidad –art.29 CP; del derecho a la igualdad –art.13 CP-; del postulado de 
ceñimiento a la buena fe de las autoridades públicas –art.83 CP-; de los principios 
de la función administrativa –art. 209 CP-; de la fuerza vinculante del precedente 
judicial contenida en el artículo 230 superior; así como de la fuerza vinculante del 
precedente constitucional contenido en el artículo 241 de la Carta Política.   
 
Al consagrar el artículo 1 de la Constitución que Colombia es un Estado Social de 
Derecho, se presupone el sometimiento de todas las autoridades públicas, 
incluyendo a las autoridades administrativas y judiciales, a la Constitución y la ley, 
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así como el respeto del debido proceso y del principio de legalidad en todas las 
actuaciones y decisiones adoptadas por las autoridades administrativas, en 
cumplimiento de la necesaria adecuación de la actividad estatal al derecho, a los 
preceptos jurídicos superiores, a la ley y a la fijación del contenido y alcance que 
de éstos preceptos realicen las máximas autoridades judiciales autorizadas por la 
propia Carta Política para ello.  
 
El artículo 6º constitucional dispone que los servidores públicos serán 
responsables no solo por infringir la Constitución y las leyes sino también por la 
omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones. Esta norma superior 
consagra una vinculación positiva de los servidores públicos a la Constitución y la 
ley, de manera que todas las actuaciones de la administración generarán 
responsabilidad si no se llevan a cabo con fundamento en la Carta Política y en la 
ley. Por tanto, es un mandato categórico el que todos los servidores públicos sin 
excepción actúen de conformidad con la Constitución y la ley. Ahora bien, la 
remisión a la Constitución y a la ley o al “imperio de la ley”, de conformidad con la 
interpretación que esta Corporación ha hecho de éstas incluye también la legítima 
interpretación judicial del contenido y alcance de las mismas que realizan los 
máximos tribunales encargados por la propia Constitución de llevar a cabo esa 
tarea. (Subrayado fuera del texto) 
 
El artículo 13 superior consagra el derecho a la igualdad en su modalidad de trato 
ante la ley y de trato por parte de las autoridades públicas, de manera que 
determina que todas las personas son iguales ante la ley y recibirán la misma 
protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades 
y oportunidades sin ninguna discriminación. De esta garantía hace parte el trato 
igualitario en la aplicación de la Constitución y la ley de manera igual a los casos 
iguales, similares o semejantes, para lo cual es determinante la aplicación del 
precedente judicial uniforme para los mismos casos, hechos o situaciones fácticas 
por parte de las autoridades administrativas. (Subrayado fuera del texto) 
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El artículo 123 constitucional consagra una vinculación positiva de todos los 
servidores públicos y de todas las autoridades a la Constitución, la ley y el 
reglamento, en los siguientes términos: “Los servidores públicos están al servicio 
del Estado y de la comunidad; ejercerán sus funciones en la forma prevista por la 
Constitución, la ley y el reglamento”. Esta norma superior (i) reitera y amplia el 
fundamento constitucional de la sujeción de todas las autoridades públicas 
administrativas a la Constitución y a la ley; (ii) reitera igualmente la vigencia del 
debido proceso administrativo y el principio de legalidad; (iii) se encuentra en 
armonía con la relación de superioridad jerárquica entre la Constitución, la ley y 
los reglamentos; e (iv) implica el sometimiento de toda la administración pública al 
derecho. 
 
El artículo 209 de la Carta Política prescribe que la función administrativa se 
encuentra al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en 
los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad 
y publicidad, principios que cuyo desarrollo resulta imperativo la aplicación de la 
Constitución y la ley en concordancia con la interpretación que de ellas hagan las 
máximos tribunales judiciales encargados de fijar su contenido y alcance 
normativo. 
 
Finalmente el artículo 230 constitucional, en relación con el sistema de fuentes 
colombiano, establece que las autoridades judiciales, están sometidas al “imperio 
de la ley”, respecto de cuyo concepto la jurisprudencia constitucional ha 
esclarecido que a partir de una interpretación armónica con la integridad de la 
Constitución, incluye igualmente el precedente judicial que determina el contenido 
y alcance normativo de la ley.  
 
De las anteriores normas, la Corte Constitucional ha sostenido que esta sujeción 
implica el necesario acatamiento de las decisiones judiciales y del precedente 
judicial dictado por las Altas Cortes en la jurisdicción ordinaria, contencioso 
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administrativa y constitucional, por cuanto son los máximos órganos encargados 
de interpretar y fijar el contenido y alcance de las normas constitucionales y 
legales, interpretación que se incorpora al entendimiento y aplicación de los 
preceptos jurídicos.  
 
A este respecto ha fijado esta Corporación las siguientes reglas jurisprudenciales:  
 
''Una interpretación adecuada del imperio de la ley a que se refiere el artículo 230 
constitucional, significa para la jurisprudencia constitucional que la sujeción de la 
actividad judicial al imperio de la ley, no puede entenderse en términos reducidos 
como referida a la aplicación de la legislación en sentido formal, sino que debe 
entenderse referida a la aplicación del conjunto de normas constitucionales y 
legales, valores y objetivos, incluida la interpretación jurisprudencial de los 
máximos órganos judiciales, la cual informa la totalidad del ordenamiento jurídico6. 
 
Sobre este tema, ha resaltado la Corte que'' (i) la intención del constituyente ha 
sido darle clara y expresa prevalencia a las normas constitucionales –art. 4º 
Superior- y con ella a la aplicación judicial directa de sus contenidos; (ii) que esto 
debe encontrarse en armonía con la aplicación de la ley misma en sentido formal, 
es decir dictada por el Legislador, la cual debe ser interpretada a partir de los 
valores, principios, objetivos y derechos consagrados en la Constitución; (iii) que 
por tanto es la Carta Política la que cumple por excelencia la función integradora 
del ordenamiento; (iv) que esta responsabilidad recae en todos las autoridades 
públicas, especialmente en los jueces de la república, y de manera especial en los 
más altos tribunales; (v) que son por tanto la Constitución y la ley los puntos de 
partida de la interpretación judicial; (vi) que precisamente por esta sujeción que las 
                                                          
6
 A este respecto ha dicho la Corte: “14. La sujeción (…) al imperio de la ley, como se dijo 
anteriormente, no puede reducirse a la observación minuciosa y literal de un texto legal específico, 
sino que se refiere al ordenamiento jurídico como conjunto integrado y armónico de normas, 
estructurado para la realización de los valores y objetivos consagrados en la Constitución.” 
Sentencia C-486 de 1993. Ver también la sentencia C-836 de 2001. 
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autoridades públicas administrativas y judiciales deben respetar el precedente 
judicial o los fundamentos jurídicos mediante los cuales se han resuelto 
situaciones análogas anteriores; (vii) que esta sujeción impone la obligación de 
respetar el principio y derecho de igualdad tratando igual los casos iguales; (viii) 
que mientras no exista un cambio de legislación, persiste la obligación de las 
autoridades públicas de respetar el precedente judicial de los máximos tribunales, 
en todos los casos en que siga teniendo aplicación el principio o regla 
jurisprudencial; (ix) que no puede existir un cambio de jurisprudencia arbitrario, y 
que el cambio de jurisprudencia debe tener como fundamento un cambio 
verdaderamente relevante de los presupuestos jurídicos, sociales existentes y 
debe estar suficientemente argumentado a partir de razonamientos que ponderen 
los bienes jurídicos protegidos en cada caso; (x) que en caso de falta de precisión 
o de contradicción del precedente judicial aplicable, corresponde en primer lugar al 
alto tribunal precisar, aclarar y unificar coherentemente su propia jurisprudencia; y 
(xi) que en estos casos corresponde igualmente a las autoridades públicas 
administrativas y a los jueces, evidenciar los diferentes criterios jurisprudenciales 
existentes para fundamentar la mejor aplicación de los mismos, desde el punto de 
vista del ordenamiento jurídico en su totalidad, “y optar por las decisiones que 
interpreten de mejor manera el imperio de la ley” para el caso en concreto7. 
 
Así las cosas, la jurisprudencia constitucional ha concluido que todos los 
funcionarios públicos, y por tanto todas las autoridades administrativas, deben 
acatar el precedente judicial, esto es, están en la obligación de aplicar e interpretar 
las normas, en el sentido dictado por la autoridad judicial, para todas las 
situaciones fácticas análogas o similares.  
 
De otra parte, ha señalado esta Corte que las autoridades administrativas se 
encuentran siempre obligadas a respetar y aplicar el precedente judicial para los 
casos análogos o similares, ya que para estas autoridades no es válido el principio 
                                                          
7
 Sobre estos criterios se puede consultar la sentencia C-836 de 2001. 
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de autonomía o independencia, válido para los jueces, quienes pueden 
eventualmente apartarse del precedente judicial de manera excepcional y 
justificada.  
 
Así mismo, la Corte ha aceptado que el desconocimiento de la jurisprudencia 
sentada por una Alta Corte puede conllevar, a su vez, una infracción directa de 
preceptos constitucionales o legales o de un acto administrativo de carácter 
general, casos en los cuales se configura igualmente el delito de prevaricato por 
acción8. 
 
Ahora bien, el artículo 256 de la ley 1437 de 2011 consagra los fines que debe 
cumplir el Recurso Extraordinario de Unificación de Jurisprudencia, los cuales 
pueden ser comparados al recurso de casación.  
 
Es así como este recurso desea ser un medio para garantizar la unidad de la 
interpretación del derecho y su aplicación uniforme con el fin de garantizar a todas 
las personas sus derechos de forma equivalente en todo el ordenamiento jurídico, 
es sustancial indicar que la norma legal parte de la existencia del derecho como 
bien jurídico que debe ser protegido, entendiendo que las sentencias son 
interpretativas y aplicativas de las reglas jurídicas. 
 
Por lo anterior, las sentencias no pueden ser concebidas como creadoras de 
reglas jurídicas, de allí la necesidad de unificar la interpretación que de ellas hace 
la jurisprudencia para que su aplicación sea uniforme a todas las personas, 
garantizando el derecho a la igualdad, tal como quedo consagrado en la ley 1437 
de 2011 en los artículos 10 y 102. 
 
El artículo 257 contempla la procedencia de este recurso extraordinario, definiendo 
las sentencias contra las cuales procede, para lo cual utiliza tres criterios: “a) El 
                                                          
8
 Ver Sentencia C-335 de 2008. 
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órgano Judicial que las expide, debiéndose entender por tal los tribunales 
administrativos en única y segunda instancia contra las cuales no proceda la 
apelación, (Si procede la apelación, este sería el recurso ordinario con el cual 
podrán controlar su juridicidad) b) El tipo de sentencia, que como tal deben ser de 
única o segunda instancia agregando que se trata de procesos declarativos, 
exceptuando las sentencias dictadas en procesos de tutela, populares, de grupo y 
de cumplimiento, independientemente e su clasificación como fallos declarativos y 
del órgano que las profiera, es una excepción entendible pues la tutela tiene el 
mecanismo de revisión eventual por la Corte Constitucional, las populares y de 
grupo tienen el mecanismo de revisión eventual ante el Consejo de Estado de 
conformidad con el artículo 272 de esta nueva normatividad y las sentencias de 
cumplimiento tienen el recurso ordinario de revisión c) La Cuantía. La regla 
general es conceder este Recurso si la cuantía es igual o superior a doscientos 
cincuenta (250) SMMLV”.  
 
El artículo 258 de la ley 1437 de 2011 en ningún caso está suponiendo que la 
sentencia de unificación del Consejo de Estado es creadora de derecho y por lo 
mismo puede ser contrariada en tanto regla jurídica, pues el artículo 256 define 
que el fin del recurso es de unificar la interpretación del derecho con miras a su 
aplicación uniforme, derecho prexistente a las sentencias judiciales, no creado por 
ellas, que es lo que caracteriza el precedente en los sistemas de casos.  
 
El articulo 259 contempla la competencia del recurso extraordinario de unificación 
de jurisprudencia indicando que corresponde a las Secciones de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Consejo de Estado el conocimiento y decisión del 
recurso de unificación de jurisprudencia, de conformidad con el reglamento interno 
de la corporación, en el cual se distribuyen entre las secciones los asuntos 
judiciales de competencia de cada sala, de conformidad con el último inciso del 
artículo 111 de la ley 1437 de 2011. 
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El articulo 260 indica los legitimados para interponer el recurso extraordinario de 
unificación de jurisprudencia, señalando que son los intervinientes que hayan 
resultado agraviados por la sentencia, y ello tanto si se trata de una de las partes 
como de los terceros intervinientes, a condición de que hubieran apelado o 
adherido a la apelación, si la sentencia de segunda instancia exclusivamente 
confirmo la de primera. 
 
El artículo 261 regula la forma como se interpone el recurso extraordinario de 
unificación de jurisprudencia indicando que el recurso se deberá interponer por 
escrito ante el tribunal de lo contencioso administrativo que dicto la sentencia, 
dentro de los cinco días a partir de la ejecutoria del fallo, pese a lo cual puede 
interponerse antes de la notificación, incluso en la audiencia de juzgamiento antes 
de que la sentencia se consigne por escrito, pues, según se ha advertido, la 
sentencia se expide en la audiencia.  
 
Si no aparece determinada la cuantía para recurrir, el tribunal administrativo 
deberá ordenar el peritaje del mismo conforme al artículo 263. El tribunal 
administrativo que dicto la sentencia concederá el recurso si se presento en el 
término legal y la cuantía es suficiente para que proceda, mediante auto que debe 
proferir la sala que adopto el fallo, dando igualmente traslado a la parte o las 
partes recurrentes para que lo sustenten en el término de veinte (20) días, de no 
ser presentado en este término se declarara desierto el recurso. 
 
Una vez sustentado el recurso se enviara el expediente al Consejo de Estado 
dentro de los cinco días siguientes al vencimiento del término para sustentarlo. Es 
preciso indicar que el recurso no suspende la ejecución del fallo ya que este se 
encuentra ejecutoriado a no ser que recurran todas las partes del proceso en 
relación con todas las disposiciones de la sentencia. 
 
El artículo 262 consagra los requisitos que debe contener el Recurso 
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Extraordinario de Unificación de Jurisprudencia, lo que no da lugar a realizar un 
análisis profundo en este sentido. 
 
En este orden de ideas el artículo 263 regula el interés para recurrir, esto es, de la 
cuantía de las pretensiones, o eventualmente de la condena cuando se ha 
proferido en abstracto para lo cual ordena que se realice una tasación por un 
perito, el cual no es objetable. 
 
A pesar de que el artículo no lo contempla, el recurrente puede pedir que se 
practique esta prueba pericial o lo puede hacer oficiosamente el magistrado 
ponente. No obstante se debe hacer claridad que cuando no se pueda realizar el 
peritaje con ocasión a la parte recurrente el recurso se declara desierto. 
 
Contra el auto que decida no conceder el recurso de unificación de jurisprudencia 
procede el recurso de Queja ante el Consejo de Estado.   
 
El articulo 264 consagra la posibilidad de la suspensión de la sentencia recurrida, 
aunque los recurso extraordinarios en principio no suspenden la ejecución de las 
sentencias recurridas ya que se encuentran ejecutoriadas, no se puede 
desconocer que en muchas circunstancias es necesario evitar su cumplimiento ya 
que de seguir su ejecución los perjuicios serian enormes, es por ello que se 
permite pedir la suspensión de la ejecución de los fallos siempre y cuando se 
garantice el pago de los perjuicios que se llegaren a causar con la suspensión en 
el caso de que no prospere el recurso extraordinario. 
 
Es importante resaltar que la suspensión puede ser solicitada por el recurrente 
único, no obstante si es recurrida por ambas partes esta será suspendida 
inmediatamente. El escrito de suspensión deberá ser presentado ante el tribunal 
administrativo solicitando que se fije la caución correspondiente dentro del término 
para sustentarlo. Prestada la caución, el magistrado ponente deberá calificarla y si 
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la considera suficiente decretará en el mismo auto la suspensión del cumplimiento 
de la sentencia, en caso contrario negara la suspensión. 
 
Si el recurrente no allega la caución se continuará con el trámite del recurso y el 
fallo se ejecutara de acuerdo con la ley.  
 
El artículo 266 contiene el trámite del Recurso Extraordinario de Unificación de 
Jurisprudencia indicando que una vez admitido el recurso se dará traslado a los 
opositores por el término de quince (15) días y al Ministerio Público si este 
concurre en el Recurso. Vencido el término de traslado, el Magistrado Ponente 
dentro de los diez (10) días siguientes podrá citar a las partes a una audiencia que 
deberá ser llevada a cabo dentro de los treinta (30) días siguientes al término de 
ejecutoria del auto que señala la audiencia. La finalidad de dicha audiencia es 
ilustrar aquellos temas que el magistrado considere necesario para proferir su 
decisión. Es importante esclarecer que la ausencia de las partes en esta audiencia 
carece de sanción especial. 
 
Celebrada la audiencia o fallida esta, el proyecto de fallo deberá ser registrado por 
el magistrado ponente dentro de los cuarenta días siguientes al traslado del 
opositor o a la fecha de la audiencia si la hubiere.   
 
El artículo 267 consagra los efectos de la Sentencia, los cuales dependen del 
sentido de la misma. Si el recurso prospera el Consejo de Estado deberá anular, 
total o parcialmente la sentencia impugnada, debiendo dictar la sentencia que 
deberá remplazarla en sede de instancia pudiendo adoptar las decisiones que 
correspondan (es decir como juez de Segunda Instancia).  
 
Ahora bien, si la sentencia anulada se ejecutó en contra del recurrente que salió 
favorecido  con el recurso, el Consejo de Estado declarará sin efecto los actos 
procesales realizados con tal fin y dispondrá que el Juez de primera instancia 
41 
proceda a las restituciones y adopte las medidas a que hubiere lugar   
 
Si la sentencia anulada no se ejecuto porque se suspendió la sentencia recurrida, 
se cancelará la respectiva caución. Ahora bien, si la sentencia es desestimatoria 
se continuaran los efectos de segunda instancia y se condenará en costas. 
 
Si la sentencia desestima el recurso y se había solicitado la suspensión de la 
ejecución del fallo, la caución seguirá respondiendo por los perjuicios causados, 
los cuales se liquidarán y aprobarán ante el Juez de Primera Instancia mediante 
incidente. Incidente que deberá proponerse dentro de los sesenta días siguientes 
a la notificación del auto de obedecimiento a lo resuelto por el superior. 
 
El artículo 268 contempla el desistimiento del Recurso Extraordinario de 
Unificación de Jurisprudencia estableciendo las reglas sobre los efectos del 



















Analizando lo anterior, se logró evidenciar en una interpretación amplia y 
sistemática del artículo 230 de la Carta Política, los jueces al pronunciarse no sólo 
están sometidos al imperio de la ley, de modo que la equidad como la 
jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina, deben ser 
tomados en consideración en actividad judicial. 
 
Es decir que definiéndolo de otra manera, a pesar de que el juez tiene la facultad 
para emitir sentencias guiado particularmente por su inteligencia, su razón y su 
moralidad, depende de una adecuada interpretación de la norma jurídica, viéndose 
por ello obligado a consultar lo que otras instancias fuera de su órbita han 
manifestado al respecto y la consulta obligada de sentencias relacionadas con el 
mismo asunto o uno  similar, o aquello que a lo largo de la historia del derecho ha 
hecho carrera por ilustrados del derecho. 
 
Esa facultad que antes era tan holgada en un mundo que como el de hoy, se 
encuentra dominado por tantos intereses y no siempre inspirados en el espíritu de 
equidad y de justicia, parece con la ley 1437 de 2011 rendir tributo al denominado 
bien común, que es lo que explica la creación del Estado y el papel de las 
autoridades. Pero aún más, el hecho de que un posible juez sin experiencia o con 
cuestionados criterios pueda apartarse en decisiones judiciales particularmente de 
única instancia en relación a la jurisprudencia trazada por las Altas Cortes parece 
estar en parte protegida. Entre otras cosas porque esa clase de facultades riñe 
con la finalidad de unificación de jurisprudencia y criterios que es el punto hacia 
donde apunta la más loable finalidad de la rama judicial. Por eso la importancia de 
la que la jurisprudencia resulte obligatoria.  
 
Por lo tanto, si las mismas Secciones y Sub-Secciones del Consejo de Estado 
carecen de competencia para apartarse de la jurisprudencia en las materias de su 
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competencia, y si para cambiar o reformar sus criterios debe convocarse a la Sala 
Plena de lo Contencioso Administrativo, es de entender en sana lógica que esa 
misma limitación o impedimento rige para los Tribunales Administrativos y Jueces 
de lo contencioso administrativo. Por eso nuestra apreciación en el sentido de que 
la jurisprudencia en comento tiene el carácter de obligatoriedad. 
 
Por lo tanto se logró observar que el Artículo 188, 6º del Decreto 01 de 1984, al 
precisar el Recurso Extraordinario de Revisión dispone como causal:  
 
„‟Existir nulidad originada en la sentencia que puso fin al proceso y contra la que 
no procede recurso de apelación‟‟. 
 
Entonces, se tiene que no siendo el fallador de la sentencia contraria a la 
jurisprudencia competente para cambiar o reformar la posición fijada por esta, la 
decisión proferida estaría viciada de nulidad siendo revisable por el recurso 
extraordinario en estudio. 
 
Es así, como con la puesta en vigencia del Nuevo Código Contencioso 
Administrativo (Ley 1437 de 2011) según se encuentra prevista para el 2 de Julio 
de 2012, no altera lo hasta aquí expuesto si se tiene en cuenta que el Título VI que 
trata de los Recursos Extraordinarios, y entre los cuales se cuenta el de Revisión, 
reproduce bajo el numeral 5º del Artículo 250 la misma causal antes descrita por el 
Artículo 188, 6º del actual Código Contencioso Administrativo: „‟Existir nulidad 
originada en la sentencia que puso fin al proceso y contra la que no procede 
recurso de apelación‟‟. 
 
Es importante anotar que el acierto del Legislador al abordar el propósito de 
unificar la jurisprudencia de lo contencioso administrativo y hacer la obligatoria su 
remisión tiene por finalidad asegurar la unidad de la interpretación del derecho, su 
aplicación uniforme y garantizar los derechos de las partes y de los terceros que 
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resulten perjudicados con la providencia recurrida y, cuando fuere del caso, 
reparar los agravios inferidos a los sujetos procesales. 
 
En síntesis, se pudo resaltar que si alguna duda había en lo relacionado con la 
obligatoriedad de la jurisprudencia en lo contencioso administrativo, con el 
Recurso Extraordinario de Unificación de la Jurisprudencia, próximo a entrar en 
vigencia, se coloca a la cabeza en esta clase de evoluciones que reclama el 
mundo del derecho en nuestros días como un mayor afianzamiento hacia la 
seguridad jurídica, unificación de la doctrina y aporte a la muy noble labor 
administrativa de justicia. 
 
A nuestro parecer la teoría del precedente jurisprudencial de la Corte 
Constitucional no se puede generalizar en materia de derechos fundamentales a 
todas las demás sentencias judiciales, toda vez que la labor de los jueces es la de 
aplicar la ley escrita expedida por el Congreso de la República, interpretándola de 
acuerdo con las reglas de la hermenéutica jurídica, por lo cual el lugar que ocupan 
las sentencias en el sistema jurídico es el de intérpretes del derecho aplicable a 
cada caso, y no el de creadoras del mismo, que es la función del precedente, así 
es que debe comprenderse el artículo 230 de la Constitución Política cuando 
manifiesta: “los jueces, en sus providencias, solo están sometidos al imperio de la 
ley. La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina 
son criterios auxiliares de la actividad judicial”.    
 
Ahora bien, el articulado del Recurso Extraordinario de Unificación de 
Jurisprudencia en ningún caso está suponiendo que la sentencia de unificación del 
Consejo de Estado es creadora de derecho y por lo mismo puede ser contrariada 
en tanto regla jurídica, pues el artículo 256 de la ley 1437 de 2011 define que el fin 
del recurso es de unificar la interpretación del derecho con miras a su aplicación 
uniforme, derecho preexistente a las sentencias judiciales, no creado por ellas, 
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RECURSO EXTRAORDINARIO DE UNIFICACIÓN DE JURISPRUDENCIA. 
 
ARTÍCULO 256. FINES. El recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia 
tiene como fin asegurar la unidad de la interpretación del derecho, su aplicación 
uniforme y garantizar los derechos de las partes y de los terceros que resulten 
perjudicados con la providencia recurrida y, cuando fuere del caso, reparar los 
agravios inferidos a tales sujetos procesales.  
 
ARTÍCULO 257. PROCEDENCIA. El recurso extraordinario de unificación de 
jurisprudencia procede contra las sentencias dictadas en única y segunda 
instancia por los tribunales administrativos. Tratándose de sentencias de 
contenido patrimonial o económico, el recurso procederá siempre que la cuantía 
de la condena o, en su defecto, de las pretensiones de la demanda, sea igual o 
exceda los siguientes montos vigentes al momento de la interposición del recurso:  
 
1. Noventa (90) salarios mínimos mensuales legales vigentes, en los procesos de 
nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no provengan de 
un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos administrativos de 
cualquier autoridad.  
 
2. Doscientos cincuenta (250) salarios mínimos mensuales legales vigentes, en los 
procesos de nulidad y restablecimiento del derecho en que se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad.  
 
3. Doscientos cincuenta (250) salarios mínimos mensuales legales vigentes, en los 
procesos que se promuevan sobre el monto, distribución o asignación de 
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impuestos, contribuciones y tasas nacionales, departamentales, municipales o 
distritales.  
 
4. Cuatrocientos cincuenta (450) salarios mensuales legales vigentes, en los 
procesos sobre contratos de las entidades estatales en sus distintos órdenes.  
 
5. Cuatrocientos cincuenta (450) salarios mínimos mensuales legales vigentes, en 
los procesos de reparación directa y en las acciones de repetición que el Estado 
ejerza contra los servidores o ex servidores públicos y personas privadas que de 
conformidad con la ley cumplan funciones públicas.  
 
El recurso de unificación de jurisprudencia no procederá para los asuntos 
previstos en los artículos 86, 87 y 88 de la Constitución Política.  
 
ARTÍCULO 258. CAUSAL. Habrá lugar al recurso extraordinario de unificación de 
jurisprudencia cuando la sentencia impugnada contraríe o se oponga a una 
sentencia de unificación del Consejo de Estado.  
 
ARTÍCULO 259. COMPETENCIA. Del recurso extraordinario de unificación de 
jurisprudencia previsto en este capítulo conocerá, según el acuerdo 
correspondiente del Consejo de Estado y en atención a su especialidad, la 
respectiva sección de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la misma 
Corporación.  
 
ARTÍCULO 260. LEGITIMACIÓN. Se encuentran legitimados para interponer el 
recurso cualquiera de las partes o de los terceros procesales que hayan resultado 
agraviados por la providencia, quienes deberán actuar por medio de apoderado a 
quien se haya otorgado poder suficiente; sin embargo, no se requiere 
otorgamiento de nuevo poder.  
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PARÁGRAFO. No podrá interponer el recurso quien no apeló la sentencia de 
primer grado ni adhirió a la apelación de la otra parte, cuando el fallo de segundo 
grado sea exclusivamente confirmatorio de aquella.  
 
ARTÍCULO 261. INTERPOSICIÓN. El recurso extraordinario de unificación de 
jurisprudencia deberá interponerse por escrito ante el Tribunal Administrativo que 
expidió la providencia, a más tardar dentro los cinco (5) días siguientes a la 
ejecutoria de esta.  
 
En el auto en el que el Tribunal, en Sala de Decisión, conceda el recurso ordenará 
dar traslado por veinte (20) días al recurrente o recurrentes para que lo sustenten. 
Vencido este término, si el recurso se sustentó, dentro de los cinco (5) días 
siguientes remitirá el expediente a la respectiva sección del Consejo de Estado. Si 
no se sustenta dentro del término de traslado el recurso se declarará desierto.  
 
La concesión del recurso no impide la ejecución de la sentencia, salvo cuando 
haya sido recurrida totalmente por ambas partes y por los terceros reconocidos en 
el proceso, pero aun en este caso si el recurso no comprende todas las 
decisiones, se cumplirá lo no recurrido.  
 
ARTÍCULO 262. REQUISITOS DEL RECURSO. El recurso extraordinario de 
unificación de jurisprudencia deberá contener.  
 
1. La designación de las partes.  
2. La indicación de la providencia impugnada.  
3. La relación concreta, breve y sucinta de los hechos en litigio.  
4. La indicación precisa de la sentencia de unificación jurisprudencial que se 
estima contrariada y las razones que le sirven de fundamento.  
 
ARTÍCULO 263. CUANTÍA DEL INTERÉS PARA RECURRIR. Cuando sea 
50 
necesario tener en cuenta el valor del interés para recurrir y este no aparezca 
determinado, antes de resolver sobre la concesión del recurso, el ponente, en el 
Tribunal Administrativo, dispondrá que aquel se justiprecie por un perito, dentro del 
término que le señale y a costa del recurrente. Si por culpa de este, no se practica 
el dictamen, se declarará desierto el recurso. El dictamen no es objetable. 
Denegado el recurso por el Tribunal Administrativo o declarado desierto, el 
interesado podrá recurrir en queja ante el Consejo de Estado.  
 
ARTÍCULO 264. SUSPENSIÓN DE LA SENTENCIA RECURRIDA. Cuando el 
recurrente fuere único, este podrá solicitar que se suspenda el cumplimiento de la 
providencia recurrida, para lo cual deberá prestar caución dentro de los diez (10) 
días siguientes a la notificación del auto que la ordene, para responder por los 
perjuicios que se llegaren a causar. La naturaleza y monto para prestarla serán 
fijados por el ponente en el tribunal. Si el recurrente no otorga la caución en la 
forma y términos ordenados, continuará el trámite del recurso pero no se 
suspenderá la ejecución de la sentencia.  
 
El tribunal calificará la caución prestada, si la considera suficiente decretará en el 
mismo auto la suspensión del cumplimiento de la sentencia, en caso contrario la 
denegará.  
 
ARTÍCULO 265. ADMISIÓN DEL RECURSO. Concedido el recurso por el Tribunal 
y remitido el expediente al Consejo de Estado se someterá a reparto en la sección 
que corresponda.  
 
Si el recurso reúne los requisitos legales, el ponente lo admitirá. Si carece de los 
requisitos consagrados en el artículo 262, el ponente los señalará para que el 
recurrente los subsane en el término de cinco (5) días, y si no lo hiciere, lo 
inadmitirá y ordenará devolver el expediente al Tribunal de origen.  
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El recurso será inadmitido cuando se presente cualquiera de las siguientes 
situaciones:  
 
1. Cuando, pese haberse concedido por el Tribunal, fuere improcedente, por no 
ser recurrible la providencia o no reúna los requisitos previstos en el artículo 262.  
 
2. Cuando por cuantía, la providencia no fuere objeto de recurso extraordinario de 
unificación de jurisprudencia.  
 
ARTÍCULO 266. TRÁMITE DEL RECURSO. En el auto que admita el recurso se 
ordenará dar traslado por quince (15) días al opositor u opositores y al Ministerio 
Público, si este no fuere el recurrente.  
 
Vencido el término anterior, el ponente, dentro de los diez (10) siguientes, podrá 
citar a las partes a audiencia que se llevará a cabo dentro de los treinta (30) días 
contados a partir de la ejecutoria del auto que la señale, para oír a cada parte, por 
el término de veinte (20) minutos, en los asuntos que considere necesario.  
 
Celebrada la audiencia o fallida esta, por la no comparecencia de las partes, el 
ponente registrará proyecto de decisión, si fuere sentencia dentro de los cuarenta 
(40) días siguientes.  
 
ARTÍCULO 267. EFECTOS DE LA SENTENCIA. Si prospera el recurso, total o 
parcialmente, la sala anulará, en lo pertinente, la providencia recurrida y dictará la 
que deba reemplazarla o adoptará las decisiones que correspondan. Si el recurso 
es desestimado, se condenará en costas al recurrente.  
 
Cuando el Consejo de Estado anule una providencia que se cumplió en forma total 
o parcial, declarará sin efecto los actos procesales realizados con tal fin y 
dispondrá que el juez de primera instancia proceda a las restituciones y adopte las 
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medidas a que hubiere lugar.  
 
Además, el Consejo de Estado ordenará al tribunal que en el auto de 
obedecimiento a lo resuelto por el superior cancele la caución de que trata el 
artículo 264. Si el recurso de unificación de jurisprudencia no prospera, la caución 
seguirá respondiendo por los perjuicios causados, los cuales se liquidarán y 
aprobarán ante el juez de primera instancia mediante incidente. Este, deberá 
proponerse dentro de los sesenta (60) días siguientes a la notificación del auto de 
obedecimiento a lo resuelto por el superior.  
 
ARTÍCULO 268. DESISTIMIENTO. El recurrente podrá desistir del recurso 
mientras no se haya dictado resolución judicial que ponga fin al mismo. Si el 
desistimiento sólo proviene de alguno de los recurrentes, el recurso continuará 
respecto de las personas no comprendidas en el desistimiento.  
 
El desistimiento debe ser incondicional salvo acuerdo de las partes y solo 
perjudica a los solicitantes y a sus causahabientes.  
 
El escrito de desistimiento deberá presentarse personalmente y cuando se acepte 
se condenará en costas a quien desistió, salvo que se interponga ante el Tribunal 
antes de haberse enviado al Consejo de Estado.  
 
TÍTULO VII. 
EXTENSIÓN Y UNIFICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA. 
CAPÍTULO I. 
 
- EXTENSIÓN DE LA JURISPRUDENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO. 
ARTÍCULO 269. PROCEDIMIENTO PARA LA EXTENSIÓN DE LA 
JURISPRUDENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO A TERCEROS. Si se niega la 
extensión de los efectos de una sentencia de unificación o la autoridad hubiere 
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guardado silencio en los términos del artículo 102 de este Código, el interesado 
podrá acudir ante el Consejo de Estado mediante escrito razonado, al que 
acompañará la copia de la actuación surtida ante la autoridad competente.  
 
Del escrito se dará traslado a la administración demandada por el plazo de treinta 
(30) días para que aporte las pruebas que considere. La administración podrá 
oponerse por las mismas razones a que se refiere el artículo 102 de este Código.  
 
Vencido el término de traslado referido anteriormente, se convocará a una 
audiencia que se celebrará en un plazo máximo de quince (15) días contados a 
partir de la notificación a las partes; en dicha audiencia se escuchará a las partes 
en sus alegatos y se adoptará la decisión a que haya lugar.  
 
Si la solicitud se estima procedente, el Consejo de Estado ordenará la extensión 
de la jurisprudencia y el reconocimiento del derecho a que hubiere lugar. Esta 
decisión tendrá los mismos efectos del fallo aplicado.  
 
Sin embargo, si la extensión del fallo implica el reconocimiento de un derecho 
patrimonial al peticionario, que deba ser liquidado, la liquidación se hará mediante 
el trámite incidental previsto para la condena in genere y el escrito que lo 
promueva deberá ser presentado por el peticionario, ante la autoridad judicial que 
habría sido competente para conocer la acción que dio lugar a la extensión de la 
jurisprudencia, dentro de los treinta (30) días siguientes a la ejecutoria de la 
decisión del Consejo de Estado.  
 
Si el mecanismo para la reclamación del derecho sustancial fuera el de nulidad y 
restablecimiento del derecho, negada la solicitud se enviará el expediente a la 
autoridad administrativa para que resuelva el asunto de fondo, según las reglas 
generales, si no lo hubiere decidido con anterioridad. Si ya existiere decisión 
administrativa de fondo, o si el mecanismo judicial para la reclamación fuere 
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diferente al de la pretensión de nulidad restablecimiento del derecho, con la 
ejecutoria de la providencia del Consejo de Estado se reanudará el término para 
demandar, conforme a las reglas establecidas para la presentación de la 
demanda.  
 
ARTÍCULO 270. SENTENCIAS DE UNIFICACIÓN JURISPRUDENCIAL. Para los 
efectos de este Código se tendrán como sentencias de unificación jurisprudencial 
las que profiera o haya proferido el Consejo de Estado por importancia jurídica o 
trascendencia económica o social o por necesidad de unificar o sentar 
jurisprudencia; las proferidas al decidir los recursos extraordinarios y las relativas 
al mecanismo eventual de revisión previsto en el artículo 36A de la Ley 270 de 
1996, adicionado por el artículo 11 de la Ley 1285 de 2009.  
 
ARTÍCULO 271. DECISIONES POR IMPORTANCIA JURÍDICA, 
TRASCENDENCIA ECONÓMICA O SOCIAL O NECESIDAD DE SENTAR 
JURISPRUDENCIA. Por razones de importancia jurídica, trascendencia 
económica o social o necesidad de sentar jurisprudencia, que ameriten la 
expedición de una sentencia de unificación jurisprudencial, el Consejo de Estado 
podrá asumir conocimiento de los asuntos pendientes de fallo, de oficio o a 
solicitud de parte, o por remisión de las secciones o subsecciones o de los 
tribunales, o a petición del Ministerio Público.  
 
En estos casos corresponde a la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del 
Consejo de Estado dictar sentencias de unificación jurisprudencial sobre los 
asuntos que provengan de las secciones. Las secciones de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Consejo de Estado dictarán sentencias de 
unificación en esos mismos eventos en relación con los asuntos que provengan de 
las subsecciones de la corporación o de los tribunales, según el caso.  
 
Para asumir el trámite a solicitud de parte, la petición deberá formularse mediante 
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una exposición sobre las circunstancias que imponen el conocimiento del proceso 
y las razones que determinan la importancia jurídica o trascendencia económica o 
social o a necesidad de unificar o sentar jurisprudencia.  
 
Los procesos susceptibles de este mecanismo que se tramiten ante los tribunales 
administrativos deben ser de única o de segunda instancia. En este caso, la 
solicitud que eleve una de las partes o el Ministerio Público para que el Consejo de 
Estado asuma el conocimiento del proceso no suspenderá su trámite, salvo que el 
Consejo de Estado adopte dicha decisión.  
 
La instancia competente decidirá si avoca o no el conocimiento del asunto, 
mediante auto no susceptible de recursos.  
 
CAPÍTULO II.  
MECANISMO EVENTUAL DE REVISIÓN. 
  
ARTÍCULO 272. FINALIDAD DE LA REVISIÓN EVENTUAL EN LAS ACCIONES 
POPULARES Y DE GRUPO. La finalidad de la revisión eventual establecida en el 
artículo 36A de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de Administración de Justicia, 
adicionado por artículo 11 de la Ley 1285 de 2009, es la de unificar la 
jurisprudencia en tratándose de los procesos promovidos para la protección de los 
derechos e intereses colectivos y la reparación de daños causados a un grupo y, 
en consecuencia, lograr la aplicación de la ley en condiciones iguales frente a la 
misma situación fáctica y jurídica.  
 
ARTÍCULO 273. PROCEDENCIA. La revisión eventual procederá, a petición de 
parte o del Ministerio Público, 'contra las sentencias o providencias que 
determinen la finalización o archivo de los procesos promovidos para la protección 
de los derechos e intereses colectivos y la reparación de daños causados a un 
grupo, proferidas por los Tribunales Administrativos, que no sean susceptibles del 
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recurso de apelación ante el Consejo de Estado, en los siguientes casos:  
 
1. Cuando la providencia objeto de la solicitud de revisión presente 
contradicciones o divergencias interpretativas, sobre el alcance de la ley aplicada 
entre tribunales.  
 
2. Cuando la providencia objeto de la solicitud se oponga en los mismos términos 
a que se refiere el numeral anterior a una sentencia de unificación del Consejo de 
Estado o a jurisprudencia reiterada de esta Corporación.  
 
ARTÍCULO 274. COMPETENCIA Y TRÁMITE. De la revisión eventual conocerá la 
sección que el reglamento determine según su especialidad y para su trámite se 
observarán las siguientes reglas:  
 
1. La petición deberá formularse dentro de los ocho (8) días siguientes al de la 
ejecutoria de la sentencia o providencia con la cual se ponga fin al respectivo 
proceso.  
 
2. En la petición deberá hacerse una exposición razonada sobre las circunstancias 
que imponen la revisión, y acompañarse a la misma copia de las providencias 
relacionadas con la so1icitud.  
 
3. Los Tribunales Administrativos, dentro del término de ocho (8) días contados a 
partir de la radicación de la petición, deberán remitir, con destino a la 
correspondiente sección que el reglamento determine, el expediente, para que 
dentro del término máximo de tres (3) meses, a partir de su recibo, esta resuelva, 
mediante auto motivado, sobre la petición de revisión. 
 
4. Cuando se decida no seleccionar una determinada providencia, cualquiera de 
las partes o el Ministerio Público podrá insistir en su petición, dentro de los cinco 
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(5) días siguientes a la notificación de dicha decisión. La decisión de selección o 
no selección y la resolución de la insistencia serán motivadas.  
 
5. La sentencia sobre las providencias seleccionadas para revisión será proferida, 
con el carácter de Sentencia de Unificación por la sección que el reglamento 
determine según su especialidad, dentro de los seis (6) meses siguientes a la 
fecha de su selección.  
 
6. Si prospera la revisión, total o parcialmente, se invalidará, en lo pertinente, la 
sentencia o el auto, y se dictará la providencia de reemplazo o se adoptarán las 
disposiciones que correspondan, según el caso. Si la sentencia impugnada se 
cumplió en forma total o parcial, la Sentencia de Unificación dejará sin efectos los 
actos procesales realizados y dispondrá que el juez inferior ejecute las órdenes 
sobre las restituciones y adopte las medidas a que haya lugar. 
 
PARÁGRAFO. La presentación de la solicitud y el trámite de la revisión eventual, 
no suspende la ejecución de la providencia objeto del mismo. 
